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SUMARIO: l. lmRODUCCIÓN.-ll. Pv..,mw.ue<ro DE LA CUESTIÓN. l. Hechos. 2. Dclitim:x:i6n c.lcl objeto 
Je liligio: a) Ambíto de aplícneió,1 material y temporal del Dcrcel,o co1111111it11rio. b) l/efomwlació11 de /n 
cttestit/11 prejrrdicial por parte del Tríbu110/ de J11s1ícin de la Comrui/dnd Ellropen.- 111. DE LA llVENrtlAI. 

EXISTENCIA Y ABUSO DE UllA POSlctó.'l OOMINAl<m EN EL MERCADO COMÚN: ARTICU!.O 86 DE!. TRATADO.­
IV. SODRll LA POSIOLE VJO!.ACIÓ.'l DI! I.A NORMATIVA APUC\01.1! A LAS AYUDAS DE EsrAoo: ART!cur.os 92 y 

93 DEI. T RATADO. l. La noción de ayuda de Esr~do: Ayuda o sul>vcn<:ión. 2. Fom~1jurídic11 de l:i :iyud.,: 
J:;xcnción fiscal. 3. N:iluraleu jurídicn del bcncfici:irio: Empres:, pública. 4. Límites :i l:i aplic.xión úe 
lns nom1ns eomuni1ari:i.s de la compctencin. a) Sobre el efecto clirccto de los mtfc.1/ns 90, 92 y 93 del 
Trntmln. b) El artfc-rtlo 90.2 tlc/ Tmtorlo como cxcepci611 ,1 la í11~11111pntibilirlt1tl de !tJS tl)'litltt., ti, T:.tuu/11 

m11 d Memutc, Cmm1n. S. faamcn y conlml Je la., ayuJ:i., tic faln<lo: Rc¡;ln, tlc pro.;cJi111ien1o.11J Ayu­
das exis1en1c, y nyutl••• nueva.,. h) Dcl>cr de no1ifi':llcl6n de l:Ls nymln.,.-V. CCJ.\'(1.mt<A~"'· 

I. INTRODUCCION 

La reciente sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas (en 
adelante TJCE), de fecha 15 de marzo de 1994 (!), en respuesta a una pe1ici6n de 
decisión prejudicial planteada mediante auto del Tribunal Superior de Justicin de Ja 

(•) Al>o¡;mlo, LL. M. Unlve11,idntl Libre de DlllSéln,. 
Al\liguo ~s1ngfoirc» en la Dirección General IV «Compclcncia• cJc la Comi,ión Cll. 
(1) Asunlo C-J871'J2, B1mco tl~ CrMíto lmlustrial, S.A .. (hny lla11cn Exterio1 de fü¡,min, S.J\.J. c. 

,\y1111ta111iento ti, Valeuci11 (100:il'fa no publica<la en el RcpcrlOrio). 
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· c,,111uni<latl V;ilcnciana. S(11.i Pri111cra Con1c11cioso-i\d111inis1r:lli,·o (2). supo1H: ··'.1n 
ll\ll'\'ll e im¡ini1allll' ·,\\·a1icc en la inc~sanlc tarea clariíkadora qi'.~ did10 ?rg,_11,10 .luns­
dil'l'ional Comunitario lleva a cabo cú el marco <le la intcr¡m:1ac1on y aphcacmn de las 

11,'mn:is Sl>hre la polítirn de la compctcm:ia·cstablccidas en el Tratado de Ro11~:1 (en 
addantc, t'i Tr:11:1d,,) y. m,ís t'oncrt:t:nnc1itc: en las relativas a las ayudas de l:stado 
1intl'í\'Clll'Í\Ín de la ;1dminis1rari,ín ¡níhlic;1 en la al'tivid:1d t•cmHímica}. 

l'l.'S<' a la 1,n:wdad de su redacl'iiín, y el hecho <le haber si<lu emitida en el c<'.ntcx­
to de una pctici<m prcj11dicial. reviste esta Sentencia una especial trnn~cc11dc11c1:1 por 
los f:tr.:wres signiíic;11ivos ·que en ella crnkurrcn. Por ello se h:icc 11ncrcs;1ntc su 

t'lllllent.1ri\1 Y an;ílisis. . . , 
N,1 se trata únicamente de detc11ninar el alcance de una rntcrvcnc1?n estatal ,en la 

. at·ti\'idad económica. en forma de exención tributaria, lo cual. de por s1.' ya podrrn_ ser 
t·alificado como una ayuda de Estado y constituir. por l,tnlo, una medid~ contran;1 a 
las normas que regulan esta malcri4 en los artículos 92 _a 94 del Trat:~do, s1110 que''.º~-­
m,ís interviene en la misma como elemento dctcrmrnantc el caractcr de cmp1cs,1 
pública. a las que el Tratado se refiere en su artículo 90.2, que ostentaba la empresa 

beneficiaria de la ayuda de Estado. . _ . _ . 
Se tr;1t.1, por otra parte. de 1111 supuesto en el cual el TJ~G._ s•~~11cndo su l'!'tlcm~ 

l'l:iski,, proccdili a rcformuhll' la cuestión planteada por la Junsd1cc_1on de rccnv10. _poi 
<'ntcnuer 411c Sll r~daccilí11 original no se adecuaba ni legal ni lécmcamentc a las lun-
dnnes que el :ilto Organo Jurisdiccional Comunitario tiene cncomemladas (3). _ 

La estructura dd pn:scntc cmuentario viene configurada por un plantcanucnto 
amplio de la cucsti\Ín ll 1). donde se hace un~ bréve exposición ~e los hechos Y ~e ~s!:1-
bh:ccn la delimitación y alcance de la cucsuón planteada, finalizando con la rcfo:11111-
l:u:i<ín de la cuestión que el Tribunal efectúa. El ,111álisis posterior de la Sc:ilcncia se 
estructura en do~ p:utes bien diferenciadas estableciendo, al objeto <le estudiar el fo_n­
do del asunto. una scparnción claro enlre los dos grandes temas plat1:cados en la nus­
ma. /1. saber: la posil>lc violación de las normas de libre competencia, al amparo d~l 
;utículo 86 del Tratado (ill), y la posil>le violación de las normas que rcgulnn la _apli­
cación y control de las ayudas de Es1ado en sus artículos 92 y 93 (IV). El cslud10 de 

ambas dará paso a ima breve consideración final (V). 

11. PLANTEAI\Hl~NTO DI.: LA CUESTION 

l. 1-kchos 

El litigio principal se plantea entre, de tm.i parte, el Banco ~e Crédito In<lu~trial, 
S.A. (hoy Bmico E,;,;tcrior de España, S.A.) y de otra, el Ayum:unicnto de V:ilenc1:1. 

;,, o·ciado en fcchl 24 Je jonio de 1991 y que 111vo su cn1rndacn el TJCE el 29 lle oclubrc ú: 1992. 

1
;¡ 

8
1 nJ,rc¡ue el TJCE ha modiíic:ido su crilcrio inicial de proceder a fa n:fon:mlac1ún de l:is 

rnc;fü,nc~scr:~xd;l~s que no se njiL<lCll al perfil técnico obllr,nlori\l ~• en l>:isc :i 01: princip111 <l_c_ cconomfa 
,n~c!-.il -d~bi~lo al eran mímcr<> de cMas cucs1ionc.< que le son somc11das, ha \J:"ld,do no adnll!tr _aq~éllas 
1 · · ., •. 10• ,, .,,ntc11·1,¡,, 0 ,, <e aJcc,lcn n lo que debe ser su última Cinahdad. E.<le cnmb10 Jtm<pn1-
•111c ['M MI rcuaCCll \ '' • . . 2 . . , ., . 'bTó·1 I 
1 

· 
1 

h -·••• .,,,nirdc do< <cntenci:is dictadas el 16 deJuho de 199 en matcna ue :\unu~, 1 1 , ' 
1 CllCI:\ ~e 3 opcr;,,,,," r · ' ' ·¡· ,. I' !!)92 r. 1 ~:\71 y 11~1 r.:ciw!o prejuJici,1 Jd :,ní~ulo 177 del Tr~l:11lo (A~untll~ C-8319(, Me, ,c,e. ,ce. • p.,r,. • ' 
('.,I.J,IM). f.,,/lf(ll\'1,/)i,u. Re,. (992. p~g.1-4(,73). 

INTERYENCJON ESTi\T1\I, EN F1\ \IOR DE LAS f:Ml'RESAS l'\llll.lCAS: ... · 81?. I 

El objeto del .mismo .tiene como fundamento jurídico 1:is liquidaciom:s por el 
Impuesto Municipal de --R:tdieación corres¡)(lndientcs ,l los ejercicios fiscales de 198J, 

1984. 1985 y ·1986, que lcnfa,por ohjcto gravar la ulili;,;ación o disfrute de locales, 
sean c.~tos de cualquier naturale;,;a, sitos en el término municipal y :1fcctos a fines 
industriales o comercialC:~. así como para el ejercicio de actividades profesionales. 

Dichas liquidac.:ioncs fueron rccurridas ·antc el Tribunal S11pcrior de Justicia Je la 
C11nwnida<l Valenciana por el Banco de Crédito Industrial, alegando su r.lcrecho a 
hcneliciarsc dé la exención fiscal para los·cstablccimicnlos públicos de crédito con­
templada en el :irtículo 29·dc la Ley 13/1971, <le 19 de junio, sobre Organi;,;ación y 
Régimen del Crédito Oficial (4). 

El Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad V::ilcnciana consideraba que 
cst.l c:.wmció11 fiscal garnntiz.1dn en In mencionada ley en favor <le las Entir.l:ulcs Ofi­
ciales de Crédito (de la que pretendía beneficiarse el Banco de Crédito Industrial. 
S.i\.), podía atentar de fonna clara y <lirccta·a las normas comunitarias de la compe­
tencia aplic.ables a las empresas;. en- forma de abuso de posición dominante en el mer­
c;1do común, o una parte·sustancial,del mismo, -artículo 86--, así como a las di~po­
sicioncs comunitarias aplicables a las ayudas de Estado, -artículos 92 y 93- , todo 
ello en relación al artículo 90 del Tral:ido. Por-lo tnn(o, y para poder resolver sobre el 
litigio principal. la jurisdicción de reenvío entendía necesario el pronunciamiento a -

título prcjudici~I por-parle <lcl-TJCE·s(ll.>re lu inlcrprewción <le c.~los·preccptos conm­
nilm'ios. 

Así, en b,1sc a cstos·antcccdcntes, y haciendo uso de la potestad atribuir.la en el 
artículo 177 del Tratado en favor de los órganos jurisdiccionales nacionales (5}, el 
T ril>unal Supcdór de Justicia·<le·la'Coinuníd:id Valenciana solicitó el previo pronlln• 
ciamient<t del TfCE sobre tres cuestiones (6): 

A) La primera de ellas se· refería a la.P;Osiblc creación <le una situación de abuso 
de posición doniinante, tal y como se.regula en el artículo 86 <le) Tratado. Se rcdacta-
1.>a en los siguie~tes términos: 

«4 exención de· toda clase de tributos del estado, provinci::i, municipio y 
demás ~orporncioncs y entidades de Derecho público que la Ley reconoce a 
las entidades oficiales de cré<lilo, siempre que oslentcn la condición de .con-

(4) (/lo/,1(11 Oficial tic/ Estado, 21 úc jimio uc 1971). Mo<lilicntla en ~lguno de sus preceptos por Ley 
de 25 de mayo <le 1985 «EnlidarJcs de Dcpósilo e lnlcm1cdiaños Finnncicro.~. RD 13 de enero de 1978 y 
RD ?.junio do 1977. 

El anículo 29 de csla Ley dispone: •u.s EnlióaJcs Olicialc.~ de Crédito csinr~n cxcnt:is de toda clnsc oc 
tribu\os \Jcl Eslado, provincia, Municipio.y llemás.Corpor:icioncs y Enlid:,\Jes de Derecho público, siempre 
,¡uc o.<tentcn la condición de conlril>uycntcs de los mismos-.. 

(5) Ténga.~c préscnlc que la Sala Primera Contcncioso-A<lmini~trativo del 'íribuonl Superior úc Ju~licin 
de la Comunid,1d V:,fenci:ma es un órg:mo juñsiliccionat de lo.~ comprendidos en el p5rrafo 3° del anículo 
177. E.s uceir, con ob_l/gacicí11 tic someter In cuc.sli6n prcjudicinl ni TJCE, ni hnbcrsc suscitmlo ln misma en 
un proceso del que csraba·conocicndo y en el que no enbín la ¡,o.~ibilidad de cntnbl:u- un ulterior recurso de 
c:is:,ci6n. (Vid. nnículo 74 \Je la Ley Orgánica 6.'}985; de I de julio, del Poder Judicial y nnlculo 93 de In 
Ley de la Jurisdlccióri Conlcncioso-Aúri1inislrath•~. <le: 27 de tlicicmbrc Je 1956). 

(6) Diario OCicfol'dc !:is Comunid~Jc.< !:'.uropcn.< (en adel:,rite DOCE) número C 316, de 3 de \Jiciémbrc 
de 1992. 
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tribuyente de los mismos, (artículo 29 de la Ley 13/197 l, de l 9 <le junio, 
sobre Organización y Régimen del Crédito Oficial), ¿debe estimarse como 
una vulneración <lel principio de libre competencia mediante el nbuso <le 11110 

o más empresarios de una posición de dominio dentro de todo el mercado 
común o de una parte sustancial del mismo?». 

B) La segunda iba dirigida a obtener una respuesta sobre la eventual compatibi-
1 id:ul de la mencionada ley nacional con los preceptos reguladores de las ayudas 
¡níhlicns. y su tenor literal era el siguiente: 

«¿Debe considerarse incompatible con el Tratado cualquier clase de ayu­
da estatal otorgada con cargo a fondos públicos que falsee o amenace falsear 
la libre competencia favoreci.1mdo a determinadas empresas o producciones?». 

-\-
C) Finalmente, una tercera cuestión hacía referencia a la posible compatibilidad 

de la ley nacional con el artículo 90 del Tratado, referido a las empresas públicas, así 
como con algunos preceptos puntuales del Acta relativa a las condiciones de adhesión 
a las Comunidades Europeas del Reino de España y de la República Portuguesa y a 
las adaptaciones de los Tratados (en adelante, Actn de adhesión) (7). Sus términos de 
redacción eran: 

«¿Debe entenderse vulnerado por esa exención el artículo 90 y por exten­
sión los artículos 7, 85 y 94 del Tratado constitutivo de la Comunidad Econó­
mica Europea de 25 de mar.Lo de 1957 en Roma, y los artículos 2, 9, 35 y 51 
del Acta de adhesión en Madrid y Lisboa a 12 de junio de 1985 al Tratado en 
relación con las normas jurídicas internas del Derecho español y en concreto 
por el artículo 29 de la Ley 13/1971, de 19 de junio, sobre Organización y 
Régimen del Crédito Oficial?». 

A la luz del contenido de las tres cuestiones planteadas por la jurisdicción de 
reenvío, cuya redacción técnica no puede ser calificada de «afortunada», algunos 
aspectos merecen re.5altarse y ~er objeto de un breve examen: 

' . 
Así, de la redacción de las mismas -<:on especial énfasis la primera y tercera-, 

se pone de manifiesto el objeto por ellas perseguido: obtener una respuesta sobre la 
compatibilidad o no de una norma nacional con las disposiciones del Tratado. Como 
es bien sabido, y así lo ha pues lo de manifiesto el TJCE en su reiterada jurisprudencia, 
la vía del procedimiento prejudicial no puede ser utilizada a los efectos de obtener un 
pronunciamiento de tnl nnturaleza por parte del TJCE {8). 

(7) De 12 de junio de 1985 (en vigor desde el t de enero de 1986) DOCE L 302, de 15 de noviembre 
lle 19SS. . 

(S) Virl. ad. e.r sentencia de 27 de m~n.o de 19S0 (Asunlo 61179. A111111i11/.,1rn:ione del/e Fi11n11zc tldln 
Stnro r. DmJ:<11•/t /tnliam1 S.r.l .. «Recopilación de Jurispmdencia del T/Ce, o Recuel! de In Jurispmdcnce 
de In Coum (en adelante Rec.), 1980. pág. 1205. en su punto 12). 

INTERVENCION ESTATAL EN FAVOR DE LAS EMPRESAS PUBLICAS: ... 8323 

Otro aspecto relevante viene constituido por la referencia directa que la jurisdic­
ción de reenvío hace a determinados preceptos normativos que carecen de cualquier 
punto de conexión tanto con la motivación de la cuestión planteada por la jurisdicción 
de reenvío como con los hechos del litigio principal que suscitó el presente procedi­
miento prejudicial. Es obvio que tanto el artículo 35 como el 51 del Acta de adhesión 
forman parte del capítulo de la misma dedicado a las medidas transitorias aplicables a 
España en el ámbito de la libre circulación de mercancfas. Así, mientras el artículo 35 
se refiere a las exacciones de efecto equivalente (9), el artículo 51 regula la aplicación 
de In legislación aduanera para los intercambios con los terceros países (10). 

2. Delimitación del objeto de litigio 

Del estudio de las cuestiones planteadas por la jurisdiéción de reenvío, el TJCE 
establece las siguientes consideraciones preliminares: 

a) Ambito de aplicaci611 material y temporal del Derecho Comunitario 

Una primera, que nos revela la no procedencia de algunos de los preceptos nor­
mativos referidos en la cuestión prejudicial y que pretenden ser objeto de interpreta­
ción por parte del TJCE. Véanse los ya referidos artículos 35 y 51 del Acta de adhe­
sión, al no presentar éstos ningún punto de conexión con el motivo principal objeto de 
litigio. 

Un~scgunda, en la que constata y puntualiza el contenido de los artículos 2 y 9 
del Acta-de adhesión, que establecen la incorporación y aplicación del «acquis com-

(9) El Anículo 35 del Acta de adhesión (Ut supra nota 7Jcst~blece: 

«Las exacciones de efecto equivalente a los derechos de adu:ina de importación existentes en los 
in1ercambios cnr.re la Comunidad en su composición actual y Espann ser.fo suprimidas el I de mar­
zo de 1986,., 

(10) El artículo 51 del Acta de adhesión (Ut mpro 11010 7) dispone: 

«l. Salvo disposición en contr:irio de la prcscnle Aela, l~s disposiciones vigentes en materia de 
legislación aduaner:1 para los intercambios con los !creeros países· se aplic:11án en 135 mism:is condi, 
cienes a los intercambios dentro de la Comunidad, micntc:is se sigan percibiendo derechos de adua­
na en lalcs intercambios. P11r:1 la dctennin3ciiSn del valor en odu3n3 rcs¡xclo de !os inlcrcambios 
dentro de fa Comunidad, así como de los inlercambios con los lerccros paf.!CS, h:i.sla el: 

- 31 tle diciembre de 1992 paro. los produclos industriales y 
- 3 1 de diciembre de l 995 p;ira los productos agrícolas, . 

el lcrritorlo aduanero que deberá lomarsc en cuenta será el definido en fas disposiciones existen­
les en la Comunidad y en el Reino de Es_pai1a el 31 de diciembre do 1985. 

2. El Reino de Espana apllcará, desde el t de marLo de 1986. la nomenclatura del al':lllecl :iduanero 
común y la del arancel unificado CECA en los inlercnmb!os dentro de la Comunidad.* 
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111111,a11Jair1:» ( l ! ) a los Estados miembros desde el momelllo de su adhcsiún a la 
Comunidad, en las condiciones previstas en los Tratados y el Acta de adhesión y con 
las excepciones previstas en ella. 

En este sentido, el TJCE delimita el ámbito temporal de las normas comunitarias 
aplicnbles a Espai1a y sefiala que, obviamente, éstas son d.e aplicación desde el 
momento en que se produce su adhesión a la Comunidad (12). Se desprende de ello 
que, al no ser de aplicación el Derecho comunitario, no será competente el TJCE para 
proveer sobre la interpretación de aquellos preceptos comunitarios cuando la pretendi­
da nplicación de los mismos venga referida a actos que tuvieron lugar con anteriori­
dad a la mencionada fecha de adhesión y, por lo que al presente proccdimiclllo se 
refiere, que el 0rgano Jurisdiccional Comunitario no puede entender sobre aquellos 
aspc<.:tos del litigio referidos a la posible compatibilidad de la ley nacional cspaiiol.1, 
en relación al Tratado, respecto n las liquidaciones del impuesto municipal de radica­
ción referidas a los ejercicios fiscales de los años 1983, 1984 y J 985, anteriores a la 
adhesión de España a la CEE (13); sino que las posibles consecuencias vendrán limi­
tad:is a la imposición referida al aiío 1986. 

En una tercera y última consideración, y tras el estudio <le los hechos aportados 
por la jurisdicción de reenvío, así como de las observaciones remitidas por las panes 
personadas en el procedimiento (14), el TJCE concluyó que lejos de encontrarse en 
presencia de una posible vulneración de las normas de la competencia referidas a la 
existencia y· abuso de una situación de posición dominante, se trataba más bien de un 
posible supuesto encuadrado en el maceo de la intervención de la administración 
pública en la actividad económica - ayudas de estado-. 

h) R,'fv111111laci611 de la c11esti611 prejudicial por parJi: dt:l TJCE 

De esta maner:i, una vez delimitado el objeto de liligio, y dado que en las cucs1io­
ncs formuladas por la Juri~dicción de reenvío se encontraban todos los elementos 

{ 11) El ;mfculo 2 cJd Act:i de adhesión (Ut supra 1101a 7) disporn:: 

«Desde el momcn10 de In ndhcsi6n. la.~ i.lisposicione5 de los Trnlmlos ori¡;innños y lt1s nclO$ 
acJoptados po< la.< in$IÍIUcioncs de l:is Comunidades :in1es <le In ~<lhc..<i6n obli¡;ar~n :i lo., nuc\'os 
Estnúos miembros r scr:bt :ipticnblcs en úichos E.<taúos en !ns condiciones prcvi.<tas en estos Tr:itn­
clos y en h p~scntc Actn.» . 

El nr1fcuto 9, por su p:ine, establece: 

«L:i aplicación de los Tratados originarios y de los netos ndoptndos por fos instituciones c..<tnr:I sujctn, 
con c:irMtcr transitorio, n l:is excepciones previstas en la prcsclllc Acta.» , 

( 1 ~) l Je cncn> de 19~6. l'/cf. Acta ele Adhesión ... (Ut sir¡m111utn 7). 
¡ Dl Así fue rcfcritlo en lns obsc"·aciones prcsenlatlas en este procedimiento tanto por el Ayuntnmicn• 

to tk Valencia como por el Gobicmo cs11ano1 y la Comisión. 
t 1-1) ,\,kmás Je l:is parte.~ implic:iúns en el procctlimiento principal ante el órgano juristlkcio11al tle 

r,•,•iwió -llaneo de Cr~ito lnduslri:ll S.A., y A)'lmtamicnto i.le Valencia-. fueron present:iú:is ubscf\'n• 
,·iones c><:rita~ ante ti TJCE. tic confonnidatl con lo prcceplundo en el nn(culo 20 úcl Protocolo ~obn: el 
t:statuto tlel Tribun:il dcJu~1ici~. ((inundo e11 Bruscl:is el 17 de abril de 1957), por pane del Goblcmu cs¡,a• 
,,,,1. n$Í c<uno por et Gobierno ¡;ric&ó )" In Comisión. 
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ncécsarios para aplicar su mudu.~ upermuli, (A :,abcr: la dclimitaciün de la cucstiün 
planteada en el procedimiento nacional, así corno los aspectos de Derecho comunita­
rio a dilucidar, conex.os a dicho procedimiento), el TJCE, siguiendo su criterio «clúsi­
co», procedió a reformular la pregunta planteada en términos tales que fuese c9mpati­
ble con su reiterada doctrina jurisprndencial. Esta tiene declarado que «si· bien no 
corresponde al Tribunal en el marco del artículo 177 del Tratado pronunciarse sobre 
la compatibilidad de una normativa nacional con el Derecho comunitario, e;; compe­
tente, en cambio, para proporcionar·al órgano jurisdiccional nacional todos los ele­
mentos de interpretación relacionados con dicho Derecho que puedan permitirle apre­
ciar esta compatibilidad para juzgar el asunto del que conoce» ( 15). 

De este modo, el TJCE rccon<luce la·cucstión prejudicial en los siguicnlcs térmi­
nos: 

· «¿Se opone el artículo 90 del Tratado, en relación al artículo 92, a la apli­
cación de la legislación· de un Eslado miembro que garantiza una exención 
fiscal en favor de !:is empresas públicas?». 

IIL DE LA EVENTUAL EXISTENCIA Y ABUSO DE UNA POSICION 
DOMINANTE.EN.EL l'v!ERCADO-COMUN:· ARTICULO 86 DEL TRATADO 

Puesto que dél tenor de.-la nueva redacción dada por el TJCE a la cuestión plante­
ada.¡x¡r.lá. Jurisdicción de reenvío queda excluida la referencia a una posible violación 
del artí_~ulo 86 del Trntado, cm relación a la normativa nacional aplicable, no vamos a 

. incidir de manera especial-en este tema:. 
13aste señalar, no obstante, alguna de las consideraciones expresadas por.el Abo­

gado General, señor·Lenz; en sus co·nclusiones presentadns al TJCE ( 16), que, si bien 
analizan este extremo; ponen de-manifiesto la no ex.istcncia de posición dominante y, 
por ende, la imp,rocede11eia,de examinar una·posible explotación abusiva. 

· Como bien establece. el artículo 86. del Tratado, para poder afirmar la ex.istcncia 
de una situación de .posición dominante por parte de una o más empresas, ésta debe 
referirse-al mercado.común o· una.parte sustancial del mismo. Es necesario, por tanto, 
delimitar el mercado relevante-en el que una empresa actúa (17). En el supuesto objc-

. to de estudio el mcrca<lo relevante era, en -general, el sector de banca y, en particular, 
·· el sector-del crédíto.-oficial. 

(IS) Vi,J:, cnu-c otr.1.s; las scn1c11di>s dc -llhlc junio i.le 1991 (Asunto C-369/S!J. l'ia¡:eme. Rec. 1991 , 
'p5g. l-?.97I, co su consiueronúo-7),.y-28·dcnovicmbrc i.lc 199 1 (Asunto C-f,~6/'JO. /Jriricl,cl/o, Rec. 1991 . 
·¡,~¡;.15792, en su considcrnndo 10). 

(16} Conclusioocs dcl· /\bo¡;ado General Corl Lcnz (prc..,ent:idn., al TJCE en fecha l l <le enero <le 
· 1994 ), en sus puntos 35 n 44. 

{17) Vic/., ne/. ex., los.scotencia de 14 dc.Jcbrc.-o de 1978 (Asunto 22/17, Unitcd /Jramls c. Cnmisitfn, 
Rcc. !978, pfts. 207) y, 13.dc febrero de 1979 (A<unto 85176 Hoffi1111mr-Ltz l/oel,e e:. Co111isití11, Ree. 1979, 
'p~¡;.461). 
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Teniendo en cuenca la nctividad desarrolladn por las Entidades de Crédito Oficinl, 
limitnda al sector del crédito oficial, la potencial competencia con el sector de In bnn­
ca privada era limitada, por lo que no se cumplían !ns premisas necesarios al objeto de 
nfirmar la existencia de una posición dominante, tal y como ha sido definida por el 
TJCE en su jurisprudencia. Es decir «aquélla situación en la que una empresa dispon­
ga de una posición económicn tal que le permita comportarse en gran medida sin tener 
ca cuenca n sus competidores, sus clientes o los consumidores» (] 8). 

En eonelusión, no cnbe afirmar que en In época en que el liligio se suscitó la apli­
l'ación de la exención fiscal pudiese tener por efecto el emplazamiento del cstnblcci­
micnto de crédi10 oficial - Bnnco de Crédito Industrial- en una situación e.le posi­
ción dominante, espccinlmente por los específicos objetivos que tenía encomendados 
como organismo de crédito oficial y a los cuales nos referiremos más ndclanle. 

IV. SOBRE LA POSIBLE VIOLACION DE LA NORMATIVA APLICABLE 
A LAS AYUDAS DE ESTADO: ARTICULOS 92 Y 93 DEL TRATADO 

En una primera aproximación, y para determinar la existencia de una posible vio­
lación.de alguno de los preceptos que regulan esta materia, el TJCE realiza un plan­
teamiento similar al que In Comisión -órgano encargndo del análisis y control de la 
políticn de ayudas de Eslndo-- sigue en el examen y verificación de las mismns. El 
fundamento de csln sentencia vn a recncr, de esta forma, sobre el análisis c..le aquellos 
.1spectos principales que constituyen el núcleo de esta materia. A s.ibcr: la determina­
ción del concepto, nnturalez.1 y objeto de fo intervención estatal, así como su eventual 
compatibilidad con el mercado común, sin olvidar el examen de las reglas de procedi-
miento aplicables. ' 

Antes de pasar a analizar los aspectos sus1antivos de la Sentencia conviene recor­
dnr el plan1camiento diseñado por el Tratado en el tratamiento del tema de las ayudas 
públicas. 

1. La noción de ayuda de Estado: Ayuda o subvención 

En las normas del Tratado - artículos 92 y 93.:-. que regulan esta materia, frente 
ni estnblccimiento de un principio general prohibitivo -no absoluto ni inconclicional, 
por otra parte- (19), complementado con un sistema de derogaciones, no se contem­
pl:111 ni definen dctcnninac.los nspcctos básicos para el desarrollo de In misma. Sciíalc­
mos a modo de ejemplo el concepto más básico: «ayuda de Estado». 

(18) Jbfdcm, sentencia de 14 de febrero de 1978 (Asunto 22176. U11ited Bra11ds, en sus puntos 63 n 66) 
y sentencia de 13 de febrero de 1979 (Asunto 85ll6, Hojfinann•La Roche, en su punto 38). 

(19) Vid. sentencio de 22 de marzo de 1977 (Asunto 7.fll6, la11clli &: Volpi S.p.A. c. Diua l'aolo Mero-
11i, Rcc. 1977, pig. 557). 
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Así, junto al artículo 92, puramente programático, en el que se regulan las normas 
sustantivas aplicables en la materia, el artículo 93 establece un somero compendio de 
1 as normas procesales de aplicación. Entre ellas, interesa reseñar por su transcenden­
cia, la competencia exclusiva de la Comisión en el examen y control de las'ayudas de 
Estado (20). 

Es evidente por otm parte que, al no venir reguladas expresamente en los artículos 
92 y 93 aquellas intervenciones que puedan calificarse como ayudas de Est_nclo, esta 
!'unción de delimitación queda, implfeitamcntc, atribuida a la Comisión. Ésln, lejos de 
cstnblecer en su doclrina una definición precisa de fas actuaciones que puedan ser sus­
ceptibles de constit~ir una ayuda e.le Estado, ha preferido desarrollar esla larca desde 
un prisma diferente: el examen y calificación de cada supuesto como un «cas d'espe­
ce». Así, aún existiendo como existe un catálogo <le actos que son considerados como 
ayudas de Estado, éste no es exhaustivo sino ilustrativo (21). 

En este sentido, el TJCE hace una referencia preliminar a la distinción técnica entre 
ayuda y subvención. Para ello recurre a su <;1bundante jurisprudencia en la materia seña­
lando que, aún cuando ambos conceptos gozan de la misma naturaleza y producen efec­
tos idénticos, la noción de ayuda tiene un alcance más general que la noción de s11bve11-
ci611 (22). Así, mientras la segunda viene configurada «striclo se11su» por un elemento 
e.le prestación positiva por parte de la Administración, -V gr. transferencia de fondos-, 
el concepto de ayuda puede abarcnr tanto una subvención cuanto otro tipo de «interven­
ción» en fonna de exención del cumplimiento de una obli'ijpción que, ultima ratio, con­
Lribuya a lograr el fin primordial de las ayudas públicas: ¡,ó'her algunos recursos a dispo­
sición de las empresas, o procurarles ciertas ventajas, con el fin ele lograr <le1erminodos 
objelivos económicos y sociales (23). En definitivn, colocar al beneficiario en una situa­
ción füiancicra más ventajosa que el resto de sus compelidores. 

De .. cste modo, y siguiendo una vez más la línea establecida por el TJCE en su 
jurisprudencia, podemos definir las ayudas de Estado como «toda ayuda garantizada, 
directa o indirectamente, por un ~lado (24), o a través de los recursos de un Estado, 

(20) Sentencia de 17 de septiembre de 1980 (Asunto 730179, Pfrilip Morris Ho/la11d B. V. c. Comisión, 
Re<:. 1980, pág. 2671). 

(21) Vld. n modo de ejemplo, el cnl~fogoden)'lld¡IS descrito en la respuesta de fa Comisi6n n la pregun­
la cscritn número 48, de 27 ·oc junio de 1963, plant~da por el diputado del Parlamento Europeo, scfior 
13urgbachcr, (Joumal Officiel des Communautés curop&nncs (en adelante JO) número !25, de 17 de agos­
to de ! 963, p~g. 2235), sobre la aplicnci6n de las rcgl.is dé competencia a empresas cs1atales, do11úe se 
mencionan entre otrns: subvenciones, c;rc11clo11cs fiscales, exoneraciones do 1nsas par:1fisc:ilcs, bonificado• 
ne.~ de intereses, g;¡rantfas de pr~lnmos en condicion~ particularmente favorables, cesiones de edificios o 
.terrenos a título gratuito o en condiciones particul:irmcn1c favorable.,, cobcrturn de pérdidns de cxplo1a-
ci6n... · 

(22) Así, en el mnrco del Trn1ado CECA, S(ntcncia de 23 de febrero de 1961 (Asunto J0/59, /Je G,1.n• 
menlijkc Stce11ko/c11mlj11cn i11 Umhur,: c. Ham, Autoriré<ft:/11 CECA, Rcc. 19(,!, p.ig.3) 

(23) Vid. ntl. ex. sentencia tle 27 tle marzo úc 1980 [Asunto 6/ll9, Dwl:nví1, (Ursupro 1w11111)1. 
(24) Es este un'conccpto nmplio, el de Estndo, que comprende no solamente a In Atlministrací6n Ccn• 

1ml dcl·Esuldo sino l;tmbi~n a cualquicrn de sus oclniinistraeioncs -sean ésl:u nu1o'n6micas, regionales. 
locales, ... - . Vid. sentencia de 14 tle octubre de 1987 (Asunto 248184, R.F. Alcma11/a c. Co111isí611, Rcc. 
1987, pág. 4013). 

Igualmente, este conccp10 abarca aquello~ organismos públicos o privados previamenlo designados o 
autori1.ndos por el Estado para administrar los fondos de donde proceda In ayud;¡, Vid. en este sentido, 1:\ 
scn1encia de 2 de febrero de 1988 (Asuntos acumulados 67, 68 y 70/85 Vo11 du Kooy e Co111isitl11, Rce. 
1988, p:lg. 219). 
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en ,·11a/q11ier.fomw. que constituya una ventaja gmtuirn (25), y que persiga un <>l~jcti­
vo «económico y social» (26). 

2. f-orma jurídica de la nyncla: Exención fiscal 

Por lo t:tnto, y dado que el artículo 92 del Tratado no distingue según las causas 
o los objetivos perseguidos con las intervenciones, ni según el organismo que distri­
buya o gestione la ayuda, sino en función de sus efectos, el TJCE concluye que una 
w 111aj;1 fisc:11 --exención fiscal en el asunto que nos ocupa- , nún cuando no rcpre­
scnt:i en sentido técnico una translcrcncia cle recursos financieros por p:irce tlcl Esta­
tlo. a una empresa. constituye una ayuda en e! sentido del artículo 92. l del Trata¡lo 
¡27). ya que, en definitiva, supone un._¡ medida tendente a aliviar !ns cargas que nor­
malmente pesan sobre el presupucsto~ae una empresa (28), y, como ya se ha sciíala­
clo. emplaza a su beneficiario en un:i situación más favorable que aquellos competi­
dores --el resto de contribuyentes, en este caso- que no se vean favorecidos por 
dicha medida. 

No es este, sin embargo, un elemento determinante en sí mismo, ya que no toc.!;1 
ayud:i de Estado ha de ser considerada automáticamente contraria al Tratado (29). 
l'nrn ello dcbcdn de concurrir dos condiciones .~inc qua11011: 

A) Que la. nyuda ::ifccte a los illfercambios comercia/es entrc'Estados miembros 
y falsee o amenace falsear la competencia, favoreciendo a determinadas 
empresas o producciones (30) y, de otra parte, 

B) Que no pueda $Cr objeto de aplicación ninguna de las dcrogncioll(!S previstas 
en los p;írrafos segundo y tercero del artículo 92 e.le! Tratado. 

3. Naturaleza jurídica del beneficiario: Empresa pública 

Una vez más, encontramos en el Tratado una ausencia significativa: la definición 
ele empresa pública. Este hecho tiene su fundamento en las distintas nociones existen­
tes en la materia en los distintos Estados miembros. Ello no obstante, y al objeto de 

(15) l'itf. scn1encin <l~ 22 de mono <le 1977 (Asulllo 78176, Srch1/kc & Wci11/ig c. R .. F'. J\lc1111111/11, Rcc. 
1'177. ~S- S<JS). • 

(2(,) Scn1encinde 27 de m:111.0 de 1980 [Asunto 6//19, Dcnkal'ir, (UI sapra 1101n11J1. 
l'nrn un e$ludio más d(13llndo $Obre )n noción <le nyud:i. Je Es1ado, Vid. N. DoN~•BARTHou.m: l..'\ notion 

,l'ai<l~ u'Eta1. en •C:ihlcrsclc Drolteuro~cM, número 3-4, agosto 1993, p:!gs. 399 :t416. 
(27) Recordemos. en este sentido. l:t rcspucs<:i i.le In Comisión (Ut supra 1101a 21) a la prcgunL'\ ronnu• 

lntln pc,r el Pncln111ento Euro¡x'O, <lon<lc se definen c~prcsnmente lns c.w,ri,mcs jiscnlcscomo «¡,otcncialc.<» 
:l)'U<lns de c.<13.!tl, 

t2Rl Mí. scmcncin <le 23 <le ícl>rcro de 1961 [AsuntoJ0/.59, (Ur s11pm 1101n 22)), 
(29) Sentencia de 22 de mlrzo de 1977 (Asunto 7406, lfmclli, (Ur supra 1101<119)). 
(30l El artículo 92 del Tr:11:1do tiene como objetivo prevenir estos erectos con1r:1rios :11 juego de J:i libre 

,·<>111r,:1cnci:i. \'id. $Cnlcn,i3 de 2 <lcjnlio de 1974 (Asun10 173/lJ, /In/in r:-. Cc111isí611, Rec. 1974, P~S- 709). 
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npliéar las normas sobre la competencia, el concepto de empresa pública ha ele ser 
interpretado de forma uniforme para todos los Estados miembros (31 ). 

Era este, la naturaleza de empresa públicn del beneficiario <le la ayuda, otro ele­
mento significativo que el TJCE tuvo que d1:termi11ar antes de dar respuesta' a !a pre­
gunta planteadn por la Jurisdicción de reenvío. 

Es interesante referir en este estadio que ni la Comisión en su doctrina elaborada 
en e l examen y control de las ayudas de Estado, ni el TJCE en su jurisprude~cia, hau 
avalado el hecho <le la naturaleza jurídica de la empresa perceptora - privada o públi­
ca (32)- a efectos de delimitar la procedencia o no de las ayudas públicas. 

A .1'<'1ls11 contrnrio, el TJCE ha declarado que «el artículo 92 del Tratado abarca al 
conjunto de empresas, privadas o públicas, y al conjunto de las producciones e.le 
dichas empresas, bajo la única reserva contenicln en el artículo 90.2 clcl Tratado» (33). 

A forliori, la competencia de l:i Comisión en esta materia se hace extensiva u las 
ayudas de Estado concedidas a las empresas a que se refiere el apartado 2 del artículo 
90 y, en particular, a. aquéllas a las que los Estados miembros han encargado l:t ges­
tión de servicios de interés económico general. · 

Tal es el caso que nos ocupa, ya que en· la Sentencia objeto de análisis se daba la 
circunstancia añndi<la ele concurrir en el beneficiario de la nyuda, e l Banco <le Crédito 
Industrial, el carácter de institución de derecho público (34). 

Conviene recordar, por otra parte, que el Gobierno español, en relación n la Ley 
13/ 1971 (35);' invocaba la-aplicación-del artículo· 90:Z del· Tratado al entender c¡uc, al 
ser el Banco de Crédito Industrial ·una· Entidad de Crédito Oficial que desarroll~ba un 
servicio <le interés económico general (36) eo el ámbito de actividad regulado por 

(31) l!st:i afinnnción es comp.,rtida por la gencmliood de In doctrina en fa ma1cria. Vid .• entre cero~: M. 
WAaUROt!CK en Mcgret, Louis, Vi¡:ncs, Wnelbrocck: u Droit ,te,,, Cc111111u11a11rll Eco110111iquc E11rople11• 
11c, vol. 4, Concurrence, Edi1ions <lc.L'Univc.sité de Brvxellcs, 1972, pág. 85, y J. W. RooR(cui:z CURIEt: 
J\y11dns ti,:; Estado a Emprucs Ptíblic.a.r, Ministerio de Industria y Energfa, Madrid, 1990. 

(32) P:ira un estudio más.amplio sobre la noción de empresa pública en la doclrin;i y jurisprudcnci:i <le! 
TJCE, en relación al :trtfculo 90 del Tratado, Vid. P. P. VM! GEHUC1tn!N: La 1101io11 d'cnlrtprlsc publique 
sc/011 In doc1rh1e et lajurisprodc11c,:; de In Cour•cl lafo11ctio11 de /'articlc 90 du Trairc CEc, en Jnterven­
lions publiques .a Droit communau1aire, Ed.·A. Pcdonc, Paris, 1988, págs. l l2 :i 142. 

(33) Así íuc dcclarndo por el TJCE 'en su scntcnci:1 de 22 <le mnr-,o tic 1977 [Asunlo 78/76, S1ci11ikc, en 
su ¡,unto 18, (U! supra nora 25)}. · 

Vitl., :1 mayor :ibundamicnto, la interesanle sentencia de fecha 17 tic febrero de 1993 [Asuntos 3cumula­
do~ C-/.59 y /60/<)I, Cliris1im1 Poucct c. /.Jsttrt1J1ccs Gl11lmfu de Francc (J\GF') y.otros, Rcc. 1993, p~g.1-
664], donde el TJCB rccordab3, en dirccta referencia asu sentencia de 23 de nbril Je 1991 (Asun10 C-41/90 
Klnus Hlifi1cre1 FrittElscrc. Macror,011 GmbH, Roe. 1991, p.ig. l-1979), que «en malcrin de derecho de la 
competencia l;i 11cc/611 de empresa incluye :1 cualquier entidad que cje17,a una aclividad cconómic.1, inde­
pcn<lientcnicnte del s1a1us jurídico de In mism.1 o do su modo de finnnci:ición». 

(34) El Bnoco <lo Créuilo lndustrfol cstab:1 participauo in<lirccL,rnentc por el ln,tilulo de Cr~<lito Ofi­
cfal (ICO), 1e11iendo asignad.'.LS unas funciones, tanto de inversión como de financiación, bien definidas en 
los artículos G y.87 do la Ley Gcner:il Prcsupuc.storia. Dcs:irrollnba, por tanto, una función de er6lilo oficial 
cal y como se describe en el artículo 2 de In Ley 13171·(U1 J11pm 1101a 4). 

(35) Ut wpra 1101114. 
(3ú) A~í, la·expo.<ición úe mo1ivos <le la ley J3nl•(Ul'supm 110/n 4) ~e refiere al Créuito Oficial como 

una función irrenuncinblc del Esl:tdo, que tiene por objclo c.1n:1li1A1r el :1horro hacin 3quéJl:is invcrsionc.< 
que mcre1.con especial atención desde la pcrspéctiva del intcrc!s público. : 

Vid. en relación al concepto do "5«Yicio dc·interés•ccon<imico general~ J. W. RooRlcuez CIJR1él.: Ayct· 
das de Es1adn .•• Ut Juprn 11011131, p.1¡;s. S9 y ss. 
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dicha ley (37), quedaba amparado por dicho precepto y, por wnto, aún en el supuesto 
de q'uc la exención fiscal contenida en la ley nacional pudiese ser catalogada como 
una ayuda de Estado, éstn se beneficiaba de la derogación del precitado artículo 90.2 
del Tratado (38). 

En la misma línea, en !as observaciones presentad:is en este procedimiento por 
parte de la Comisión, ésta constataba que, de conformidad a la directiv:i 80/723/CEE 
de la Comisión (directiva de tr:inspnrencia) (39), adoptada en aplicación del artículo 
90.3 de! Tentado (40), i:uyo objetivo esencial es promover la aplicación eficaz en las 
empresas públicas de las disposiciones del artículo 92 y 93 relativas a las ayudas de 
fütatlo (41 ). el Banco de Crédito Industrial era una empresa pública (42), tal y como 
se 1kline en el sentido del artículo 90.1 TCEE. 

.i. Límites a la aplicación de las normas comunitarias de la competencia. 
~ 

Como ya hemos tenido ocasión de señalar, e! Banco de Crédito Industria! cm una 
cmpresn encargada de la gestión de servicios de interés económico genera! tal y como 
se define en el párrafo segundo del artículo 90 del Tratado. Conviene ahora planlenr In 
posible nplicación de la excepción prevista en dicho precepto ante el juego de las nor­
mas aplicables en materia de ayudas de Estado. 

Ante este razonamiento, diversas cuestiones se suscitab.in en el procedimiento de 
referencia: 

A.) Dilucidar !as posibles consecuencias en la aplicación de los artículos 92 y 93 
si una ayuda de Est:ido encontrase justific:ición en bnse a la excepción previs­
ta en el artículo 90.2, 

B) Determinar si un Estado miembro que pueda prevalerse de dicha disposición 
debe respetar la aplicación del procedimienlo previsto en el artículo 93, y 

CJ Resolver la cuestión de si un particular puede invocnr directamente ante una 
jurisdicción nacional el mencionado artículo 90.2 en relación al artículo 92 
del Tratado. 

(37) lbfdem. en su artículo ¡• donde se clefinc el crédito público como el conjunto tle fas opcrncioncs 
r~nlizntlns por las Entidades Oficiales de Crédito oficial reguladas por la mencionada ley. 

{38) Sentencia de 19 de mnrw de 1991 (Asunto C-202/88, Froncla c. Comisi611, Rec. 1991, p~g 1-
1223) . . 

(.39) Din:ctivn 80n23/CEE refativ:i a la tr:msparencin de los rclncioncs financieras cnlrc los E.<lntlos 
mi~mbws y fas cmpre.<ns p1iblkns, tic 25 tic junio tic 1960 {JO L 195 de 29 de julio de 1980, y DOCE cd. 
esp. llWol. 02). modiíicnda por semfas dircctivns de l:i Comisl6n: 85/413/CEB, de 24 de julio de 1985 
t DOCE L 229, tic 28 de 3SO$lO de 198.5. y DOCE cd. esp. OSN ol. 03), y 93/84/CEE, de 30 tic septiembre 
ú~ 199.' {DOCE l.. 254, de 12 de oc1ubrc de 1993). · 

{-10) Rcc:uén.lese el contenido de este pn:cep10 donde se esi:iblccc que «ln Comisión velara por l:i :ipli­
~nción Je l:is disposiciones del presente art(culo y, en 1:into fuere necesario, dirigir:I a los Es1ados miembros 
1lirc,:1iv:1.~ o decisiones npropi:idas~. 

(41} Así. la semenein de 6 de ju lío de 1982 (Asuntos acumulados /BS" 190/80, Francia, Italia y Reino 
U11itl1> c. Comisi611, Rec. 1982. pág. 2545) 

(-12) Ut supra mímao 39. en su :inículo 2. donde se define l:i concepto de empusa p1íblica como: 
•cualquier emprcs:i en In que los poderes públicos puednn ejercer, dirccln o indirectamente, una influencia 
dnminnote en rn1.ón de In propiedad, de la participación finorx:iern o de l:is normns que In rigen». 
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Para ello, se hacía preciso examinar las cuestiones relarivas a si el artículo 90.2 
goza de efecto direcro, así como la posible primacía de dicho precepto sobre la aplica­
ción de los artículos 92 y 93 (43). 

a) Sobre el efecto direclo de los artículos 90, 92 y 93 del Tratado 

A este respecto conviene invocar cqál ha sido la dirección seguida por el TJCE en 
su judsprudencia en rclnción a las obligaciones y derechos de empresas que gestionan 
servicios de interés económico general, Así, en su Sentencia de 19 de mayo cJe 1993 
(Asunto Corbeau) (44), recordaba que el apartado segundo cJel artículo 90 del Tra1ado 
permite que un Estado miembro conceda a dichas empresas derechos exclusivos con­
trarios a las normas de competencia; a condición de que Jas transgresiones de las mis­
mas sean necesarias para la consecución de los fines que tengan atribuidos . 

No debe olvidarse, sin embargo, qu;c el TJCE no ha admitido el efecto directo <le! 
artículo 90.2 (45) (es decir, la creación de derechos individuales que los Jueces nacio­
nales puedan salvaguardar), más que eii relación con aquéllas disposiciones del Trata­
do que sean directamente aplicables, y; no así respecto de aquéllas que no gocen de 
efecto directo (como pueda ser el caso ~el artículo 92). 

Respecto a la relación entre el artíéulo 90.2 y los artículos 92 y 93, aún cuando la 
jurisprndencia _del TJCE no es muy clarificadora, cabe e_xtrae~ dos conclusiones precisas: 

l. Que el a11ículo 90.2 participa, al menos potcncíalmenlc, de un importante rol 
en la aplicación del artículo 92 (46). 

f. Que la regla especffica aplica~Jc a las empresas públicas no puede ser gra­
duad,rde forma abstracta, sino en relación al examen, en cada caso concreto, del con­
junto de nonnas dentro del marco de las. cuales el artículo 90.2 deba aplicarse (47). 

• ' 

En este sentido, en la procedimien.to objeto de estudio, la aplicación del artículo 
90.2 debía ser interpretada en relación á la normativa comunitaria sobre las ayudas de 
Estado - artfculos 92 y 93-. Por ello, ·corresponde analizar el objetivo y las carncte­
rfsticas de las mismas de una forma conjunta. 

El artículo 92 que, como ya hemos puesto de manifiesto, establece el principio 
general prohibitivo de las ayudas de Estado, así como las posibles derogaciones apli­
cables a este principio, no goza de efecto directo (48). Es decir, la apreciación de la 

(43) Así lo plantc:ib.1 en sus Conclusiones et Abogado Ocncrnl Sr. unz, (Ur supra nota /6). en sus 
puntos 48 y 49. 

(44) Sentencia C-320/91, Pa11/ Corbea11 c. Rlgicdcs postes, Rcc. 1993, pig. 1-2563). 
(45) Vi'tl. sentencia de tO de marzo de 1983 (~unto 172182, Fabrlcams rafll11curs d'/1111/c de graissoge 

c. tn1cr-H11iles, Rcc: 1982. p:!¡:. 555). ·. · 
(46) Vid. ni rcspcclo la sentencia de 22 de ma:rzo de 1977 (Asunto 78176. Steillikc, (Ut supra nota 2.5)1, 

donde el TJCE afirrnab.1 que «el artículo 92 del Tratado se nplica tanto a los empresas públicas O pñva-
dns ... snlvo la reserva del art(culo 90.2~. -

(47) Vid. senlencia de 3 de febrero de (977 (Asunto 52176, De11cdcttl c. M1u,arf, Rcc. 1977, pje. 163). 
(48) Sentencia de 19 de junio de 1973 (Asunto 77172, Carmine Capo(o11ga c. Aue11da At.rfco/a Maya, 

Rcc. [973, p:!g.611). 
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posihle compatibilidad <le la ayuda con el mercado común es competencia cxclosiva 
de la Comisión. no pudiendo las parles imcrcsadas alegar dicho precepto anlc la juris-
dicción nacional (49). · 

T;unpoco. por lo que respecta al artículol93 del Tr,tlado. el TJCE ha reconocido 
l'ft·t·to directo a este precepto (50) (excepción hecha de la 1íltima frnsc de su p,írrafo 
t.:-rt:cm ). por lo que las prcrrogativns sobre el cor11rol )' examen de las nyuclas siguen 
estando atribuidas a la Comisión. 

b) El 11rr{c11/v 90.2 del Tratado como excepción a la i11co111patibilidad de las ayudas 
de Esiado co11 el mercado co1111i1i 

El artículo 90.2 del Tratado dispone: 

«Las empresas cncargadas~dc la gestión de servicios de interés económi­
co general o que tengan el carácter de monopolio fiscal quedarán sometidas a 
las normas del presente Tra1aclo, en especial, a las normas sobre la competen­
cia, en la medida en que la aplicación de dichas normas no impida, ele hecho 
o tic cJerccho, el cumplimicnlo <.le la misión cspccílica a ellas confi.l<.la. El 
desarrollo <.le los intcrc:unbios no deberá quccJ,u· afectado en forma tal que sea 
contrario al interés ele la Comun.iclacl». 

Como ya hcmo$ sciialado, el TJCE en su sentencia de 22 de marzo de 1977 
(Munto S1ci11ike) (51) declaró la aplicnbilitlad de la excepción del artículo 90.2 del 
Tr;1tado en materia de ayudas de Estado. 

No obslante, al referirnos al artículo 90.2 como posible excepción a la regla gene­
ral prohibitiva establecida en el artículo 92, cabe plantearse si es esla una excepción 
ele las contenidos en los párrafos segundo y tercero del artículo 92 o si, por el contra­
rio. C$lamos en presencia de una excepción singular. Sea como fuere, la cuestión pri­
mordial será determinar si la Comisión hace cxlcnsiva su compclcncia sobre esta 
111;11c1in. De In redacción del párrafo teréero del artículo 90, así como de la jurispru­
tkn.:in del TJCG (52). parece inevitable concluir que, efectivamente, corresponderá a 
la l'omisilln apreciar la posible aplit-ndón de c.~tn excepción. 

<•l'll ,\~( füc dcclnr~úo ror el 'rJCE en ~u scntcnci~ de :\ tlc fchn:m de 1977 (Asunlo /lr11r,lr11i. (Ut 
,<llfTCI /111/tl ./7/). ' 

<50) Scn1cncia .Je 11 de úicicmbrc <le 1973 (Asunto /2017), Gcúr. L,,rc11z Gmú/1 c. R.F, /\lrmt111in. 
tk,·. l<JH, P~f.- 1471). 

(51) U1 supra 110/a 25. 
(52) Ut .<11pra nnJn 40. 
l'id .. en el mismo scnlido.13 scntcncfo de 20 de marzo de 1985 (Asun10 41/SJ, Ita/in c. Comlsit}u, Rcc. 

19S5, r:lg.873), donde el TJCE senotó que lo oplicoción del artículo 90,2 no puede quedar n la disctcción 
Jcl l~<ladc> miembro que h:lya encnr¡;.ndo :i una empresn In gestión de un servicio de intcré.• económico 
~cncrnl. )·:i que el p:lrr:ifo 3' de dicho artículo confiere:,, fa Comisi611, oojo el control del TJCE, una polc$-
1a<l uc \'i¡;.ilancia en esta malcri3. · · · · 

l~ualmcntc. fa scmcncin de 6 de julio de 19S2 [Asunlos ncumulados 188 a 190/80 (Ut supra no/11 4/JI. 
Jonde el TJCE tkclnró q11e 13 con1pctcncin de In Comisión pnr:l. ndoplnr In Ditcctiva de tronspnrcncin 
,•ncon1rnhn su íundnmento en l:1.• necesidades inherentes n su deber de vi¡;.ilancin sciialndo en el artículo 
•Xl..1 ,l~J 'frntndo. 
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· Por ello, y sin perjuicio de la posible excepción aplicable a In norma1iva de ayu­
das de Estado tnl y como previene el artículo 90.2, en au~cncia de la aplicabilidad 
directa de dicho prcceplo la conclusión parece clarn: Corresponde a la Comisión 
determinar, en el marco ele sus atribuciones,. si la nplicación de la referida excepción 
es compatible con l:i política global tic ayudas de Estado. A c.~lc respecto, la Comisión 
ya tuvo ocasión de cleclnrar que en su práctica administrativa seguiría una interpreta­
ción estricta de la excepción del artículo 90:2 vis-á-vis la materia ele ayudas ti.e Estado 
(53). Ello no será obstáculo para que los• Estados interesados puedan plantear, con 
carácter subsidiario, esta excepción junto con aquéllas previstas en los párrafos segun­
do y tercero del artículo 92 del Tratado. 

Tras este razonamiento preliminar, procede ahora a11:ili1.ar el alcance normativo 
ele los aspectos procesales aplicables en el asunto que nos ocupa. 

5. Examen y control dé las ayudas dc·estado: Reglas de procedimiento. 

a) Ayudas e.>:iste!Ues y ayudas nuevas 

Como ya·.ha •sipo· s~ñalado, el.,Tratndo. establece. ele forma cxplícit:i y a título 
exclusivo, sin perjuicio del ·posterior control por parte clcl TJCE, la rcsponsabilitlacl de 
la Comisión en esta mateña. 

Asf se determina expresamente en los párrafos primero y tercero del :ittículo 93 
del Trn.~do donde, a su vez, se configura una distinción respecto a la naturaleza de las 
ayudas, entre: Ayudas existentes y. ayudas nuevas. Para una buena comprensión ele 
esta dqbic vertiente de las a,Y.Udas conviene recordar las connotaciones diferenciadoras 
ele cada una.de ellas que·la Comisi?n ha elaborado en su doctrina. 

Son consideradas como ayudas ~istentes: 

- : Aquéllns ayudas que ya existían en-cl·momcnto de la entrada en vigor del Tra­
laclo CE, o clé·las subsiguientes ampliaciones <.le la Comunidad. 
Aquéllas ayudas que una vez· aulorizadas por la Comisión con arreglo al pro­
cedimiento previsto en el artículo 93, pasan a ser consiclcrudas como existen­
tes. 

- ·Aqu6llas a)'.uclns concccliclas sin sujección a lo dispuesto en el artículo 93 {54). 

Por contra serán consideradas como ayudns nuevas: 

(53) : Si,;i~me.Rapport sur-1:i politique deconcurrcncc, Commission CE, Bruxelles, Luxcmbourg 1977, 
P~&- 164. . 

(54) Se.Ira~ ·de :iquéllas·ayudas que, una v~-z no!ilic;idas y trnnscunido el plazo uc dos meses (1'/d. 
jurisprudencia en el asunto lortlll. (lit s11p1a no1a.S0JJ. sin que la Comisión se haya pronuncin<lo al cíeclo 
sobre las mismas, son puc.s1os en íuncionamienlo por los E.<tados miembros, siempre que, en oras o. In ~cgu• 
ridml jurídica, se notifique prcviamcnte·a la comi~ión. Lis ayud:is :i.<í conccdiuas pasan a ser con~idcr.itl;i.~ 
como .rcsistcnlcs», 
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Todas aquéllas ayudas que no vengan encuadradas bajo el epígrafe de «exi~lcn­
tcs», es decir. concedidas «ex novo», e igualmente todas aquéllas dirigidas·a modi!icar 
las ya existentes (55). 

b) Dcl>er de 11orificaci611 de las ayudas 

A'I objeto de proceder al cumplimiento del ex.amen y control de las ayudas por la 
Comisión, existe la obligación de parte de los estados de notificar las mismas, aún 
cuando estas sean concedidas a empresas ex artículo 90.2. De no ser asf, las supuestas 
ayudas tendrán la consideración de ilegales, con los efectos que ello conlleva (56). A 
este respecto conviene sciínlnr que la «ilegalidad» de !as ayudas no puede subsnnarsc 
"ª posrcriori». Esto se desprende del carácter imperativo y de orden público de las 
normas de procedimiento establecidas e.n el apartado tercero del artículo 93 (57). 

Este deber de notificación implica\un procedimiento diferente, segun se trate de 
ayudas existentes o ayudas nuevas. Por lo que se refiere a las primerns, és1as debcnín 
de noti!icarsc en el momento en que se produce la adhesión a la Comunidad (58). Por 
lo que respecta a !as ayudas nuevas, o dirigidas a modificar las ya existentes, el 
momento procesal oportuno será aquél en que se prelenda aprobar la normativa nacio­
nal c¡uc sirva de base para la puesta en práctica de las mismas, o desde el mismo 
momento en que se pretenda conceder la ayuda si se trata de una concesión «ad hoc» 
(59). 

El rundamcn!o de este deber de notificación es doble. De un lado, prevenir la 
aplicación de ayudas contrarias al Tratado antes de que la Comisión tenga la posibili­
dad de analizarlas, tal y como prevé el artículo 93.3 del Tratado (60), y de otro, posi-

(5.'.i) En relación a fa coníigur:ición <le los úifercnics régimcnes de ayucJ.,s, Vid .. entre otro.,. A. M,Wn!RA: 
fil ,\frrcndo U11ico E11ropeo, s11s ug/as, su f1mcio11a111icma, cd. Civil3s, Madrid, 1991, pág. 126; G. 
Ft:R.-.:.\~DEZ FARRERES: Et régimen de l:i.< ayucl:ls estatales en fa Comunidad Europc.1, CoA<lcmos ele Estudios 
Europeos. Ci\'itas, Madrid, 1993, págs. 99 y ss.; L. FERNÁl/01,2 Dl! LA GANDARA y A. L. CALVO, CARAY,\:,\: 
/~u arndas de Es1ado c11 In Comunidad Eco11ómica Er1ropcn: A11dl/sís y ptrJprcríms, Colccc16n Estudios 
Elu\l¡~os, Mun:ia, 1991, págs. 7l y ss.; A. YAl.1.E GALVCZ: Las ayudas de Esrado en fa J11rispn1dc11ci11 tfrl 
1'JCF.. ~n E! D~rccho Comunit:irio Europeo y su aplic.ieiónjudici31, Cfvil.lS, Madrid, 1993, págs. 9 JO y 5$. 

(56) l'itf. la Comunicación de fa Comisión :i los Estados miembros referida :i las ayudas conccoidn$ ile• 
tntmcntc (JO C 318, de 24 de noviembre de 1983, y DOCE cd. esp. 8Nol. 02) 

(57) Sentencias de 19 de junio de 1973 (Asunto 77172 Cnpo/011go (Ur s11pro 1101/1 411)1. de t 1 de 
dicicmhrc de 1973 (Asunto 120173, ú,rm~ (Uf supra 11010 50)) y 22 <le marLo de 1977 (Asunto 78176, 
Srril,ik,• (UI s11¡>ra 11<>1n 25)). . 

(5:\) 1\${. ante$ de que se produ·,cn la adhe~i6n, In Comisión onnli1,1 glob3lmen1c los rcgímco_es ,Je ay,'.• 
dn< .:-,i$tcntcs en cadn E.<t.,clo. Vid .. en el cnso cspaílol e! Protocolo número lO del Acta de nJhcs,ón, rclnt1• 
"" a In n.'$lntctumción de ln siderurgia csp:11101:1 y su Anc:to sobre los proceúimicntos y criterios pnm In 
,·~nluncicln <le la$ nyudn$ (Ur .<1,¡1m ,w1a 7). 

(5'l) \'Id. ad. ex. to decisión 93/508/CEE, ele 7 de julio de 1993 (DOCE L 238, de 23 de septiembre de 
1993). en el :isunto C 39/92. lndu~trin de In Ccc:lmic:i del L.11.io, donde el Gobierno Italiano, en b:ise n In 
Lt-y rcgfonal 90/90, notificó n la Comisión un n!gimcn <le ayudns aduciendo qu_e ?unque In ley_ ya hnbfa 
cntrnilo en ,•igor, é$13 no scrfa nplic:ible hnst:1 su :1u1ori1.:ieión po_r ~e ele In Conus1ón. _Esl~ cons,dc_ro que, 
pllCM<> que en la rcícridn ley no se incluía un:t cl~USllln SU$pcnsivn ,•1nculoda :1 In auton1.1ccón pr.:~,n de la 
Comisión. l:i notificoción se había presentndo demnsindo lnrdc y, por 1:m10, concluyó que el ré¡;nnen de 
ayml:1.< prnpue$tO constitufa una ayuda no notificada. . . , 

(60) L.~ imcrprctnción de este precepto viene nvnlada por ln sentencia lle l l de d,c1embre de l ~73 
f,\<untn /](l/JJ IJ•rrn::. (VI Jupm mira 50)1. 
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bilitar que determinadas ayudas que «prima facie» pudiesen ser consideradas como 
incompatibles con el mercado común, tengan la posibilidad de devenir compatibles 
tras un examen más completo y exhaustivo por parte de la Comisión (61).,Con esta 
medida se persigue que el reconocimiento de la incompatibilidad de una ayuda con e! 
mercado común sea de1erminado tras un procedimiento adecuado de examen y conlrol 
llevado a cabo por la Comisión y, en todo caso, bajo el control del TJCE (62). 

Cueslión diferente es la revisión de los regímenes de ayudas existentes; que 
encuentra su fundamento en la difícil justificación actual de algunos de esos regíme­
nes debido a las distintas circunstancias económicas que concurrían en el momento de 
su aprobación así como a la existencia de un mercado común más compartimentado 
que en la actualidad (63). 

Para evitar los posibles conflictos que pudieran surgir entre los Estados miembros 
y la Comisión, al amparo de este deber de notificación, el artículo 93 en su párrafo 
tercero i11 fine, al que Ju jurisprudencia del TJCE ha reconocido efecto directo (64), 
sciíala que «el Estado miembro interesado no podrá ejecutar las medidas proyectadas 
antes de que en dicho procedimien10 haya recaído decisión definitiva». Esta prohibi­
ción produce ya sus efectos desde el momento mismo en que deba notificarse la ayu­
da (65). Ello significa que dicho pre~pto podrá ser invocado por cualquier particular 
ante la jurisdic~ión nacional solicitando su intervención para que declare sin efecto las 
ayudas «ilegales» otorgadas por un Estado. Es decir, sin verificar el requisito de la 
previa notificación a la Comisión (66). 

Una vez establecida y definida fa obligación irrenunciable que el Tratado impone 
a los Estados.miembros ul objc10 de informar a la Comisión «con la suficiente antela­
ción» sobre los proyectos de ayudas que pretenda poner en práctica, conviene delimi­
tar esta -responsabilidad en virtud de la naturaleza de la ayuda: Ya sea una ayuda exis­
tente, ya.se trate de una ayuda nueva. 

Así, el TJCE en la sentencia objeto de análisis parte de esta premisa y delimita 
claramente la diferente actuación a seguir según se trate de uno u otro supuesto. Mien­
tras que la «obligación» de notificar las ayudas nuevas, así como cualquier modifica­
ción que se produzca sobre las ya existentes, recae de forma indelegable sobre los 

(61) En este .<entido. el apMndo $csundo del artículo 93 prcv<! un procedimiento contencio~o que In 
Comisión pondd en marcha en el supuesto de que lrn.~ el examen inicial de lo ayudo cnlitnda que ésta no es 
comp.11iblecon el mercado común. 

(62) Vid. ad. ex. ~entcncia de !7 de mor.ro de !993 (Asunlos acumulatlo.~ C-72,<JJ )' C-7.J/9I, Slnm,111 
Neptwr, Rec. 1993, p,ig.1•887, en su punto 11). 

(63) Yid. XIX Jnforme sobre la pplític.:i de competencia, punto 120, Comisión CE, Luxcmbuigo, 1990. 
(64) Sentencia de 19 lle junio de 1973 {Asunlo 77ll2, Capo/011gt1, (Uf supra 11Q/u 48). Rec. 1973, p~g. 

61 IJ. 
(65) Sentencia <le 11 lle dicie111brc de 1973 [Asunto l20llJ, l..orclll .. (Ut s11pruno1a 50)). · 
Vlcf., en el mismo sentido, b Comunicación de In Comisión n los ll.sta.<lo$ miembros refcrilla n los ayuüa., 

concedidas ilegalmente (Ur wpm 1101n 56). 
(66) Sentencia ~e !4 <Je febrero de 1990 (Asunto 30/187 F'rancln e Camisit/11, Rec. l 990, p5g. 1-307). 
lgunlmcnte, In inobscrvancin de la prc.~cripción con1enicl:1. en In 1lllimn frase Lle! p:ll'l':lfo 1cn:cro del :1.nítll• 

lo 93 puede dnr lugar a In nplicnc!ón del at1/eulo 186 del 1'rntnclo, con el fin de ordcnnr J:i.~ mcdicl:i.< provi­
slonnlcs oportunas tendentes a la ccsnción de In !ncdida litigioM cnlific:ida como nyutln. 

Vid., en este scnlido, las sco1cncins de 21 de mayo de 1977 (Asunto 31/77 y 53177 Comlsi//11 c. Reino 
U11itlo, Rcc. 1977, pjg. 921) y 20 de septiembre de 1983 (Asunlo 171/SJ Camisi6n c. F'ra11ci<1, Rcc. 1983, 
p~g. 2621). 
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Es1:idos que prctemfan poncrln en pnlc1ica. en los supucs1os de a_wula.1· ¡•xi.1·1m1es el 
cx:imcn permanen1c por parte de la Comisión c¡t1e vienc csfllblecido en el n11ículo 93.1 
reviste un procedimiento diferente: Ser.í la Comisión quien deber~ de 1omar la inicia­
tiva ~i tiene dudas rnionablcs con respec10 a In compntibilidad de l:i ayuda con el mer­
cado común. 

De este modo, y aún cuando el procedimiento <le examen posee idénticos cnrnc1e­
r~s. wnto pam las ayudas nuevas como para las ya cxis1cntes (67), puede apreciarse 
como el TJCE delimita dnr:unentc el criterio centml que establece la diferente actua­
ción en ambos supucs10s: Obligación·dc notificar por pnrte de los estados en las ayu­
dns nuevas y desarrollo de la i11icia1iva por parte de la Comisión en el cnso de ayudas 
cxi.qcntcs. 

Era un hecho evidente, y así lo constató el TJCE, que la ley espaiiola al mnparo 
de la cual se justificaba la exención fiscal calificada de ayuda pública, cm anterior a la 
atlhesión de Espaiia a la Comunidad ~. por tanto, la ayuda en cuestión debía conside­
rarse como una «ayuda existente». Una vez establecidas estas premisas, el TJCE .se 
plantea conocer sobre el ·cumplimiento o no por parte del Gobierno español de :m 
dellér de nolificaci6n en el n1omcnto procesal oportuno: en este caso, en el momento 
de su adhesión a la Comunidad. 

Nos ayudará a clarificar este extremo conocer el dato que durante el periodo de 
negociación de su adhesión a la Comunidad el Gobierno español fue preguntado por 
l:1 (\1misi611 accrc;i de los distintos rcgímenc.~ de nyudas en vigor en aqutl momento 
en nuestro país, no siendo incluida la ley objeto de estudio en la lista facilitada por el 
Gobierno cspatiol a la Comisión. 

Primafacic, y haciendo abstracción de los motivos subyacentes en el ánimo de 
las :n1toridadcs españolas al objeto de no notificar la mencionada ley, ni en el momen­
to de la adhesión ni en un momcnlo posterior, podría pensarse que estamos en presen­
cia de una posible violación del deber de notificación inherente a todo Estado en esta 
materia. Sin ánimo de analizar más detalladamente este extremo hay que señalar, no 
obstante, que la propia Comisión, a la postre el órgano encargado del control y exa­
men de este tema, en sus alegaciones vertidas en el presente procedimiento, seiial6 
que debido a la complejidad de la exención en cuestión -cuya aplicación venía dcsa­
rrol!ad;t cu el marco de los artículos 90 y 93 <le! TCEE,- no entendió que se traiasc 
de una violnción in1cncionada por parte española de las disposiciones <le! art ículo 
93.1, en relación con el nrtfculo 5 <le! Tratado, o de cualquier otra obligación asumida 
en el marco de las negociaciones de adhesión (68). 

Por todo ello, concluyó el TJCE que no solamente la competencia atribuida a la 
Comisión en la materia se extiende a las ayudas de Estado concedidas a las empresas 

t67) Nos referimos. sin óudJ, a la aplicaei6n del :ut(eulo 93 del Tm1ado, aun cuando cxisle una varia­
d tln impon;in1e rcspcc10 al pjrrafo tcn:cro de dicho precepto, ya que, contr:ufamentc a lo que sucede cnn 
l:i., nyuúas nuevas. en el c:iso de l:ls existentes el Estado puede hacer efectivas las mismas en cspcr.'I de la 
dcd~i6n final. no aplic~doscle la prohibición con1cnid:i en dicho p.irmfo. 

:'Ion ~ignificaliv:is, en csle sentido. IJs sentencias de 30 de junio de 1992 (Asunlo 3/2190. E.spmlt1 c. 
Cnmisi ,111, en la D.:ci~i6n Ccncmc~. Rcc. 1992, p:lg. 4154) y (Asunto ./7191. IWllfl c. Cnml.<í611, en la l)cci­
shln ltal¡:rani. Rcc. 1992, r ~~.413/,), 

tl>~l l'id. fas C,,nclu1inn,:s lid t\ll(>¡;aúo General, sc,ior Lcni. (UJ .<tt/lf<1 " "'" 16), en sus puntos 77 )' 
7S, 
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cncu,1dracl,1s en el ¡trlículo 90.2, si11u que, de l,t misma forma, la dislinci6n cslablct:ida 
en el artículo 93 cnlre ayudas existentes y ayudm; nuev;is es válida y aplic;iblc a aqué­
llas ayudas de fatado cont:cdidas a cs1as empresas. 

Como ya ha sido referido, el TJCE, en su interpretación solicitada por la jurisdic­
ción de reenvío, !rata de proporcionarle a aquélla los elementos de interpretación rela­
cionados con el Derecho comunitario que puedan permitirle apreciar esa compatibili­
dad para resolver en el asunto de que conoce. Por esta misma nizón, la conclusión del 
TJCE en la Sentencia que nos ocupa-es clara e ineluctable: No entra a dilucidar i;obrc 
la legalidad o ilegalidad (dependiendo de su.notificación) de la ayuda en cuestión. 
'fompoco sobre el extremo de su posible compatibilidad o incompatibilidad con el 
mercado común ya que, conviene insistir, es esta una tarea que corresponde a la 
Comisión, Y sólo en los supuestos donde exista una decisión previa <le la misma ésta 
podrá ser recurrida ante el TJCE, cual no es el supuesto que nos ocupa. 

De esta forma, y habiendo quedado probad.o, en el análisis efectuado por el TJCE, 
la existencia de una ayuda de E.rtado, en fonna de exención fiscal, que 110 fue 11otifi­
cada en su, momento por partc·dc !ns nutoridndcs españolas, tratándose por el lo de una 
ayuda cxis1e111c, el TJCE entendió que una ayuda existente puede con1inuar ejecután­
dose en tanto en cuanto la Comi~ión no haya <letcnninado su incompotibilidad con e l 
mercado común (69). y declaró que en tanto no se haya producido esa constatación de 
incompatibilidad no· procede examinar en .qué medida dicha ayuda puede «escapar» 
de la aplicación• de la prohibición.contenida,.cn el artículo 92, al amparo del párrafo 
segundo del anícufo 90. 

V. CONCLUSIONES 

Es la sentencia-aquí analizada bastante significativa y actual, no tanto por su 
extensión o el contenido· e.~pecffico de su. fallo, cuanto por el examen global que al 
objeto <le emitir el mismo efectúa el TJCE a·través de un aspecto esencial del Derecho 
comunitario de Ja·compctcncia, cual es el de las ayudas de Estado, siempre controver-
1i<lo y no exento de interpretaciones divergente.~. 

Por ello, en el m:1rco de c.~ta cuc.~tióll'·prcjudicinl, diveri.us considerncionc.~. lanto 
en Jo referente a la forma como al fondo; pueden inferirse tic la misma, y merecen ser 
rcsalt;idas en este epílogo final: 

A) Por lo quc.re.specla a-la·forma; el TJCE reitera una vez más la separación de 
competencias existente entre las jurisdicciones nacionnlcs y dicho Organo, se11alando 
su función puramente interpretativa vis-a-vis el Derecho comunitario y la competen­
cia exclusiva dc ·la·jurisdiccíón de reenvío· para aplicar el mismo. Supone, por wmo, 
un nuevo recordntorio a tener en cuenta· por las jurisdicciones nacionales a la hora de 
plantear.futuras cuestiones prejudiciales .. 

(69) l'ül ,cnteuci:i Je 30 ócjuniu Je 19')2 (UJ ·"'Jlrtl nota 67/. 
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. ll) En cuanto al fondo de la cuestión pl:mteadn, si bien es cierto que el TJCE no 
$nli$face las expectativas albergadas por la jurisdicción de reenvío, ni considerar que 
es é$ta una materia -la relativa al contrnl y examen de las ayudas de Estado- atri­
buida en exclusividad a la Comisión (sin perjuicio del posterior control del TJCE) y 
no corresponde su i111ervención en tanto no exista previo pronunciamiento sobre la 
misma por parte de la Comisión, ele\ análisis global efectuado por el TJCE diversos 
principios aplicables en la materia vienen a reafirmarse. Así: 

l. La aportación norm:itiva fundamental qve en el tema de referencia han efcc­
lll:tdo tanto la doctrina de la Co1~isión como In jurisprodencia del TJCE debido, en 
gran parte, a la nusei1cia de un desarrollo normativo completo de !os artículos 92 y 93, 
t:il_ }' como se prevé en el artículo 94 del Trotado (70). De est:i forma, una vez más, se 
han venido :i suplir lns carencias existentes en aspectos básicos en la materia, algunos 
de los cuales han sido de nuevo rcaqrmados en esta sentencia. 

2. La compctcnci:i exclusiva de que dispone la Comisión parn comprobar las 
infracciones de las disposiciones de los artículos 92 y 93 del Tratndo. Tarc:i esta que 
vcndr:'í facilitada por la colabor;ición que se impone a los Estndos en c! marco del 
deber de notificación de aquéllas ayudas que pretendan conceder. 

Esta potestad se encuentra avalada por la ausencia de efecto directo de los men­
cionados preceptos (con la salvedad de la tíltima frase del párrafo tercero del nrtículo 
93), :isí como del artículo 90.2. Ello significa que dichns disposiciones no crean dere­
chos que los particulares puedan invocar directamente ante [os órganos jurisdicciona­
les· nacionales, reafirmándose de este modo la potestad y amplio margen de discrecio-
nalidad de que goza la Comisión en el control y aplicación de esta materia. · 

3. El concepto «abierto» de la noción de ayuda de Estado que yn había sido acu­
iindo tanto por su jurisprudencia anterior como por la doctrina de la Comisión, e 
igunlmcntc, y en el ~mbito ;iquf analizado, la ratificación de la noción amplia de 
empresa, que abnrca tanto n !ns públicas como a las privadas, y sus producciones, 
independientemente de la distiutn finalidad por ellas perseguida. 

4. Al hilo de esta distinción se confirma una vez más la posible aplicación, en 
favor de las empresas públicas, de la excepción a las incompatibilidades de las ayudas 
con el mercado común establecida en el párrafo segundo del artículo 90 del Tratado, 
previo control de la misma por parte de la Comisión. 

5. Por último, un elemento decisivo lo constituye la diferente calificación de 
una ayuda como existente o nilel'a, ya que de ello dependerá en parte la posible inhi­
bición ele los Estados miembros respecto a aquéllas obligaciones _que nonnalmentc les 

(70) !3:\.,tc n,conlar ,¡uc In pote$taJ atribuiJa nl Con~cjo por el artículo 94 del Trntn<lo. ni uhjcto <le 
n,l11¡11ar -rn:via pn,pucstn de ln Comisf6n- tos rc~lnn1cnlo$ nproplnJos de <lctcnninndn.~ tli,posidoncs ,•n 
materia de 1ransroncs. 
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inc.:·umbcn. En especial, por lo que respecta al deber <le notificación que, en los 
supuestos de ayudas existentes, vendrá atenuado con la transferencia de dicha obliga­
ción al órgano comrolador, es decir, la Comisión, la cual deberá tomar la «i11iciatii·a» 
respecto a aquéllas ayudas al objeto de examinar las mismas. ' 

Incide, por lo tanto, esta sentencia en la la dirección ya establecida por el TJCE 
en su anterior jurisprudencia, siendo, por ello, importante la misma por lo que de rca­
firmación supone en cuanto a los conceptos en ella annlizntlos. 


